
MEDIDAS DE INFANCIA EN EL PROGRAMA ELECTORAL DE 
PODEMOS.

INVERSIÓN

 – Adopción de forma inmediata de un plan de choque para erradicar la pobreza y la 
exclusión infantil en todo el territorio europeo.

 – Medidas urgentes contra la pobreza infantil y la exclusión social Desarrollaremos 
un Pacto de Estado por la Infancia que blinde los derechos de la infancia y la 
adolescencia para garantizar la igualdad de oportunidades entre niñas, niños y 
adolescentes (dada su condición de vulnerabilidad) y reducir la pobreza infantil.

 – Asignación de 25 000 millones de euros anuales para un Plan de Bienestar Social y 
Modernización Económica que incluirá una renta garantizada, la mejora salarial y la 
reversión de los recortes sufridos desde 2010.

PARTICIPACIÓN 

 – Dar mayor visibilidad a la infancia en las instituciones: 

a) Creación o fortalecimiento de la figura del Defensor de la Infancia y la 
Adolescencia estatal, autonómico y municipal; 

b) Creación de una Comisión Permanente de la Infancia y la Adolescencia 
en el Congreso de los Diputados con la función principal de evaluar y dar 
seguimiento al impacto de todas las propuestas legislativas y políticas públicas 
en esta población; 

c) Creación del Consejo de Participación Infantil y Adolescente con carácter 
estatal; 

d) Reforma del actual Observatorio de la Infancia, con la representación de 
la infancia y adolescencia, mejorando sus competencias de investigación de 
la realidad social del colectivo y su capacidad de incidencia en las políticas 
públicas. Velará por una mayor visibilidad en las estadísticas oficiales.



PROTECCIÓN SOCIAL

Servicios Sociales

 – Creación de una Cartera Estatal de Servicios Sociales Garantizados.

 – Un centro de servicios sociales por cada veinte mil habitantes.

 – Dotación estatal de 85 millones de euros para el Plan Concertado de Prestaciones 
Básicas de Servicios Sociales en corporaciones municipales.

 – Reversión de los recortes en la financiación de la sanidad, la educación y el 
cuidado de las personas, de forma que en marzo de 2018 se recuperen los niveles 
anteriores a la crisis.

 – Ley de Autonomía y Dignidad de las personas en situación de dependencia, sus 
asistentes y sus familias A partir de un amplio consenso sociopolítico en busca 
de un pacto de Estado, proponemos integrar y superar las leyes actuales sobre 
dependencia, con el fin de atender la enorme diversidad de situaciones vitales 
(niños, adultos con proyectos de vida independiente, mayores, diversidad funcional 
física, sensorial, intelectual, etcétera).

 – Se garantizará mediante ley estatal que todos los ciudadanos y ciu¬dadanas tendrán 
acceso a un catálogo de servicios sociales mínimo y común, con independencia de 
la comunidad autónoma en la que re¬sidan. La Cartera Estatal de Servicios Sociales 
Garantizados.

Rentas, Prestaciones, Salarios

 – Renta Garantizada Crearemos un programa de renta diferencial (complementaria 
de los ingresos existentes) para todos los hogares con ingresos por debajo 
del umbral de pobreza monetaria, para lo que aumentaremos la cuantía de la 
prestación básica por persona equivalente integrada en la unidad de convivencia. 
La cuantía inicial se establecerá en 600 euros mensuales para las unidades de 
convivencia de un solo miembro, y aumentará progresivamente en función del 
número de miembros (35 % adicional de la renta garantizada para el segundo 
miembro, y 20 % por cada uno de los siguientes) hasta un máximo de 1290 euros. 
Este plan integrará todas las prestaciones sociales que se encuentren por debajo de 
ese umbral.

 – Programa de Renta Complementaria Estableceremos un complemento para 
trabajadores con baja remuneración para eliminar la discriminación que supone la 
«trampa de la pobreza», y para garantizar el acceso de estos trabajadores a niveles 
suficientes de bienestar. Para aquellos beneficiarios de la Renta Garantizada que 
trabajen o encuentren empleo, supondría, de hecho, una retirada graduada (y no 
súbita) de la prestación conforme vayan aumentando sus ingresos salariales. Lo 
anterior supondrá garantizar unos ingresos mínimos de 900 euros mensuales para 



estos trabajadores, que también se incrementarán con el número de miembros 
de la unidad de convivencia. Este complemento solo será efectivo a partir de unos 
ingresos reconocidos del trabajo por encima de 250 euros, para evitar posibles 
situaciones de fraude.

 – Subidas progresivas en el salario mínimo interprofesional, con el objetivo de lograr 
al¬canzar los 800€ mensuales en 2018.

 – Creación de una prestación de maternidad no contributiva para aquellas madres y 
padres solos y sin recursos que se encuentren en activo con demanda de empleo.

 – Aplicar el tipo reducido del 10% a todos los suministros básicos (calefacción, gas, 
electricidad) a los que se les aplique el tipo general del 21% en este momento. 
Reducir el tipo aplicable a productos de gran interés social como son los productos 
culturales y escolares.

Transporte

 – Garantía de acceso al transporte público Aseguraremos el acceso al transporte 
público y garantizaremos el derecho a la movilidad de todas las personas mediante 
una tarificación especial o gratuita para la población que se encuentre en riesgo 
de pobreza y exclusión social, así como para los parados y las paradas de larga 
duración.

Vivienda

 – Propuesta de Ley Orgánica de protección al derecho a la inviolabili¬dad del 
domicilio y prohibición de los desalojos forzosos sin alternativa habita¬cional, de 
modo que en ningún caso s epodrá realizar el desalojo o desahucio de personas en 
situación de vulnerabilidad, ya sea por impago de alquiler u ocupación en precario 
motivada por la falta de vivienda, sin que la administración competente garantice el 
realojo adecuado.

 – Consideraremos la unidad familiar monoparental a partir de un hijo como una 
circunstancia familiar de especial vulnerabilidad. Por ello, incrementaremos su 
protección frente a los desahucios; les facilitaremos la posibilidad de que puedan 
reestructurar su deuda hipotecaria prioritariamente, y ampliaremos la protección 
de los niños vulnerables en términos de realojo, para asegurarles una alternativa 
habitacional digna antes de proceder al desalojo.

 – Cuando el arrendatario pertenezca a un colectivo especialmente vulnerable y el 
arrendador sea un gran propietario de viviendas (es decir, propietario de al menos 
diez viviendas), se producirá una prórroga automática del contrato de alquiler.

 – Se garantizará el alquiler social para las personas deudoras de buena fe y sus 
unidades familiares que, tras haber cedido o perdido en ejecución hipotecaria su 



vivienda única y habitual, no dispongan de alternativa habitacional. Los garantes 
de este alquiler social serán los grandes tenedores de vivienda, en especial las 
entidades financieras y filiales inmobiliarias, los fondos buitre y las entidades de 
gestión de activos (incluidos los procedentes de la reestructuración bancaria y 
las entidades inmobiliarias), en cuyas manos se encuentran pisos vacíos con los 
que se creará un parque público de vivienda en alquiler social, una vez que la 
Administración regule este proceso mediante una ley.

 – Igualmente, se regulará por ley el concepto de alquiler social, que no podrá superar 
el 30 % de la renta familiar (suministros básicos incluidos). Asimismo, se tendrá en 
cuenta la delimitación del número de miembros de la unidad familiar para reducir la 
cuantía hasta un umbral sostenible.

 – Llevaremos a cabo la reestructuración de la deuda hipotecaria de los hogares 
mediante una reducción en el valor nominal de las hipotecas de primera vivienda en 
el caso de las familias que cumplan ciertos criterios sociales, como el hecho de que 
todos sus miembros estén en paro y no cuenten con ningún otro ingreso o que 
presenten ingresos inferiores a tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos 
Múltiples (IPREM).

Suministros básicos

 – Acceso garantizado a los suministros básicos Garantizaremos el acceso a los 
suministros básicos como parte del derecho a una vivienda digna y adecuada. Para 
facilitar que así sea, proponemos lo siguiente:

•	 El derecho al contrato de suministro solo requerirá el empadronamiento. 

•	 Se impedirán los cortes de suministros básicos de agua, luz y gas a 
aquellas personas y unidades familiares que estén padeciendo una 
situación de vulnerabilidad. 

•	 El pago de los suministros básicos para las familias en dicha situación 
se hará de acuerdo con la capacidad adquisitiva de la unidad familiar, 
respetando siempre los estándares de la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU).

•	 Los costes asociados a garantizar este derecho y la deuda acumulada que 
no puedan ser cubiertos por las personas vulnerables serán asumidos por 
las empresas suministradoras, que deberán cumplir con los estándares de 
responsabilidad social corporativa impuestos por la ley.

Además, estudiaremos la posibilidad de crear una empresa suministradora 
pública.



 – Garantía por ley del acceso a un suministro mínimo Desarrollaremos una ley 
orgánica que garantice el acceso a un suministro mínimo. Consideraremos el acceso 
a la energía como un servicio público, independientemente de que sea gestionada 
por instituciones públicas o privadas. No se procederá al corte de suministro de 
electricidad o gas cuando se trate de la vivienda habitual del consumidor y cuando 
el impago de la factura se deba a motivos ajenos a su voluntad y, en particular, a una 
situación de pobreza sobrevenida.

 – El agua: un derecho humano Aplicaremos distintas medidas para la detección y 
erradicación de la pobreza hídrica y reconoceremos el agua como un derecho 
humano. Al ser el agua un derecho, garantizaremos una dotación mínima para cada 
ciudadana y ciudadano, de modo que se cubran sus necesidades básicas.

Sanidad

 – Los Trastornos del Desarrollo o el riesgo de padecer¬los son un problema de 
salud. Por tanto, todas las prestaciones de Atención/Intervención Temprana 
han de estar incluidas en la cartera de servicios del Sistema Nacional de Salud, 
garantizándose así su uni¬versalidad, gratuidad y calidad.

La Atención/Intervención Temprana (A/IT en prevención 3ª) debe prestarse 
directamente por centros públicos de la red sanitaria o por entidades sin ánimo de 
lucro con probada experiencia en Atención/Intervención Temprana, y en ningún 
caso por empresas privadas. Por ello, redactaremos y aprobaremos la Ley nacional 
de Atención temprana a los niños y las niñas. 

 – Acceso universal a la tarjeta sanitaria.

 – Llevaremos a cabo una modificación legislativa orientada a blindar el carácter 
universal de la sanidad española. Con ello garantizaremos que nuestro sistema de 
salud cumpla con los derechos humanos.

•	 Cobertura sanitaria universal: derecho a la tarjeta sanitaria para todas 
las personas, también para los inmigrantes o emigrantes de nacionalidad 
española, quienes pierden el acceso a la cobertura sanitaria universal 
noventa días después de su salida del país.

•	 Derogación del Real Decreto 16 / 2012, de 20 de abril, de medidas 
urgentes para garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud 
y mejorar la calidad y seguridad de sus prestaciones, mediante el cual se 
destruyó la universalidad de la asistencia sanitaria en España.

 – Incremento del presupuesto público en sanidad en 8800 millones de euros.

 – Plan Integral de Promoción de la Salud para abordar el sedentarismo y la obesidad 
infantil Tres son nuestros objetivos principales:



•	 Reducir las tasas de sedentarismo y obesidad infantil actuales (43 %) y 
las cargas de enfermedad por inactividad física (entre un 20 % y un 30 %; 
enfermedades cardiovasculares, diabetes tipo II, cáncer de mama y colon).

•	 Prevenir hábitos no saludables como el tabaquismo o el alcohol.

•	 Incidir en la tasa de mortalidad (entre un 8 % y un 14 %), que 
actualmente se atribuye a las causas anteriores.

•	 Las derivaciones a los polideportivos y a las actividades extraescolares 
partirán desde los diferentes agentes, especialmente desde los 
especialistas en pediatría infantil, enfermería y pediatría de atención 
primaria, o desde el ámbito del trabajo social, los movimientos asociativos 
representativos de la promoción de la salud en la infancia y, por supuesto, 
la educación.

•	 Será necesaria la implicación de los progenitores en las actividades y 
formaciones.

•	 Se dará prioridad a la población de riesgo sanitario o en exclusión social.

 – Aprobación de una «Ley Celíaca» Con el fin de modernizar una legislación que 
se ha quedado obsoleta frente al avance de la ciencia médica, comenzaremos 
por promulgar una «Ley Celíaca», puesto que los celíacos padecen dificultades 
para acceder a los alimentos básicos que garantiza la Constitución española. 
Combatiremos la discriminación laboral y escolar, tanto en el ámbito público como 
en el privado, de las personas que sufren enfermedades que tienen un tratamiento 
eficaz, como celíacos y diabéticos.

 – La salud: un enfoque transversal a todas las políticas Públicas Elaboraremos una 
línea de actuación estatal destinada a incorporar la salud como cuestión transversal 
a todas las políticas públicas: empleo, vivienda, alimentación, infraestructuras, 
educación, justicia, infancia, etcétera. Adoptaremos las propuestas y estrategias de 
la Organización Mundial de la Salud (OMS) para actuar de manera integral sobre 
los determinantes sociales de la salud.

 – Alimentos sin contaminantes: prohibición del uso de bisfenol A Implementaremos 
una política activa de erradicación de productos contaminantes en la alimentación.

 – Derogación de la reforma de la Ley de interrupción voluntaria del embarazo para 
permitir que menores de edad que sufren abusos y vulnerabilidad en sus entornos 
familiares puedan interrumpir su em¬barazo sin el consentimiento paterno. 

LGTBI

 – Elaboración de la nueva Ley de Identidad de Género Elaboraremos una nueva Ley 
de Identidad de Género e incluiremos en ella medidas para asegurar la protección 
de los derechos de las personas intersexuales. Asimismo, garantizaremos el 



cambio de nombre y sexo en los documentos otorgados a todas las personas 
que así lo deseen, y prestaremos una atención especial a los casos de niños y 
niñas transexuales, así como a las personas migrantes, con el fin de instar a toda la 
Administración Pública a que se formalicen protocolos para ello.

 – Reconocimiento de todas las realidades familiares:

•	 Apoyaremos la adopción en las familias LGTBI.

•	 Modificaremos las leyes, la documentación oficial y los formularios de 
las administraciones públicas para que se incluyan todas las realidades 
familiares y no se excluya ninguna.

•	 Nos aseguraremos de que las parejas de mujeres lesbianas no tengan que 
realizar un expediente de paternidad para ser madres.

•	 Garantizaremos el reconocimiento de filiación de las parejas de mujeres 
lesbianas para que puedan acceder a la maternidad en igualdad de 
condiciones que las parejas heterosexuales. Así pues, eliminaremos los 
requisitos extra actualmente requeridos para el registro de los nuevos 
nacimientos en estos casos.

Monoparentales

Protección a las familias monoparentales Implementaremos unas medidas específicas 
de protección a las familias monoparentales para compensar su situación de especial 
vulnerabilidad.

•	 Elaboración de una definición precisa de familia monoparental que 
permita reconocer de acuerdo a los mismos criterios su estatus en 
todos los niveles de la Administración. Creación de un carnet de familia 
monoparental que acredite esta condición.

•	 Creación de una prestación de maternidad no contributiva para madres y 
padres solos y sin recursos que se encuentren en activo con demanda de 
empleo.

•	 Inclusión de la categoría «familia monoparental» como grupo especial 
para facilitar el acceso a becas destinadas a los comedores y a la compra 
de materiales del ámbito educativo.

•	 Consideración específica de las familias monoparentales como colectivos 
beneficiarios de ayudas al alquiler con prioridad en el acceso a viviendas 
protegidas.

•	 Favorecer la prioridad en la asignación de plaza en la educación infantil de 
0 a 3 años para los hijos e hijas de familias monoparentales.



CONCILIACIÓN

 – Eliminación de todos los incentivos al empleo a tiempo parcial y avance hacia la 
progresiva implantación de una jornada laboral máxima de 35 horas semanales, con 
cómputo semanal.

 – Plan de apoyo Conciliación padres y madres jóvenes Prestaremos una atención 
especial a las madres y los padres jóvenes para garantizar que el cuidado de 
sus hijos e hijas sea compatible con su carrera profesional y con el comienzo y 
continuación de sus estudios.

•	 Establecer ayudas para fomentar la contratación de las madres y los 
padres jóvenes. 

•	 Favorecer la flexibilidad horaria tanto laboral como en los centros 
educativos, así como la prioridad en la elección de horarios de los padres 
y las madres jóvenes.

•	 Proporcionar ayudas económicas en forma de becas a las madres jóvenes 
solas.

•	 Habilitar escuelas infantiles, dependientes de la red pública, en las 
universidades y centros de formación profesional para las madres y los 
padres que quieran acceder a la formación superior y para aquellos 
que trabajen en estos centros, gracias a lo cual se potenciará el 
aprovechamiento de los espacios y del personal existentes.

•	 Priorizar el acceso al alquiler de las viviendas protegidas.

 – Desarrollo de planes específicos de formación y activación del empleo destinados a 
fomentar la empleabilidad de los adultos con niños, niñas o personas dependientes 
a su cargo, especialmente en los casos de mujeres con niños a su cargo o adultos 
de las familias monoparentales.

EDUCACIÓN

Ley

 – Una nueva Ley de Educación, que nazca del debate y la participación de toda la 
comunidad educativa: Derogaremos la Ley Orgánica para la Mejora de la Calidad 
Educativa (LOMCE) y promoveremos un amplio debate en la comunidad educativa 
para formular una nueva Ley de Educación que cuente con la mayor participación y 
el mayor respaldo posible de la comunidad educativa.



Nuestros objetivos serán:

•	 Poner fin a la inestabilidad del sistema educativo español que, en los 
últimos treinta y tres años, ha elaborado siete leyes distintas sin contar 
apenas con la participación de la comunidad educativa.

•	 La nueva Ley de Educación buscará el desarrollo personal y social de las 
personas a lo largo de toda la vida.

También estará muy presente la educación ambiental como parte del 
desarrollo curricular de los centros. 

Inversión

 – 13.700 millones de euros para la educación pública: plazas escolares gratuitas y de 
proximidad para todos los niños y todas las niñas Procederemos al incremento 
progresivo de la partida destinada a educación a lo largo de toda la legislatura hasta 
alcanzar los 13 700 millones de euros al final de 2020. En la medida de lo posible, 
trataremos de alcanzar el objetivo de 15 600 millones de euros en gasto educativo, 
lo que nos situaría en la actual media de gasto de los países de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), con un 5,6 % del PIB. Se 
trabajará para lograr que, a largo plazo, el gasto educativo en España alcance el 7 % 
del PIB.

 – Promoveremos la educación pública, gratuita, laica y de calidad como eje 
vertebrador del sistema educativo, y garantizaremos que, una vez pasado el 
ecuador de la legislatura, habrá plazas escolares públicas gratuitas de proximidad al 
domicilio familiar para todos los niños y todas las niñas:

•	 La oferta de plazas escolares concertadas seguirá financiándose con 
recursos públicos solo en los casos en que sea necesario, es decir, debido 
a una insuficiencia de la oferta en la red pública (con el fin de paliar estas 
insuficiencias, se incrementará progresivamente el porcentaje de los 
fondos públicos destinados a la red pública).

•	 Se ofrecerá una educación laica, al considerarse que las creencias 
religiosas forman parte de la intimidad de cada persona.

•	 Fijar la inclusividad, y asegurar la igualdad de oportunidades tras la 
finalización de la etapa obligatoria.

•	 Promover la creatividad, el pensamiento crítico, el espíritu solidario y la 
profunda respetuosidad con los derechos humanos y el medio ambiente.



Educación Infantil

 – Educación infantil de 0 a 6 años universal y gratuita. Pondremos los medios 
presupuestarios para ofrecer una educación infantil de 0 a 6 años que sea universal, 
gratuita y de calidad, y le otorgaremos una identidad educativa plena y propia en las 
mismas condiciones ponderadas que el resto de las etapas del sistema educativo.

Para ello, elaboraremos un proyecto de ley que garantice la estabilidad de la red de 
escuelas infantiles públicas y el acceso de los usuarios en igualdad de condiciones.

Asimismo, desarrollaremos un plan específico de coeducación en dicha red, 
como primer paso hacia una educación no sexista, y generaremos espacios para 
la capacitación en crianza respetuosa y para el acompañamiento a demanda de 
familias y docentes, con el objetivo de desarrollar sus habilidades educativas y de 
relación con los menores.

Apoyaremos especialmente, con carácter preventivo y de intervención social, a las 
familias en situación de vulnerabilidad social.

Centros

 – Plan de Apoyo a Centros y Equipamientos Escolares Elaboraremos un plan de 
centros y equipamientos escolares para asegurar una oferta pública en todos los 
rincones del Estado:

•	 El plan contemplará el progresivo incremento presupuestario 
necesario para que se aseguren unos requisitos mínimos para todos los 
centros escolares del Estado en dotaciones de recursos materiales e 
infraestructuras.

•	 Los centros de nueva construcción contarán con expertos en educación 
para edificar centros escolares adaptados para la enseñanza, donde se 
atiendan las necesidades del alumnado con diversidad funcional y, en 
definitiva, se garanticen las arquitecturas, espacios y tiempos que ayuden 
al buen hacer tanto del profesorado como del alumnado.

 – Disminución de la ratio de alumnado por aula Abogaremos por la disminución 
de la ratio de alumnado por aula para volver a la situación anterior al 2008, con 
máximos de 8, 12 o 16 alumnos y alumnas en primer ciclo, y con un máximo de 
20 alumnos y alumnas en segundo ciclo. Se buscará la aproximación gradual a las 
recomendaciones realizadas por la Red de Atención a la Infancia de la Comisión 
Europea: 25 alumnos en primaria y secundaria; 30 alumnos en bachillerato; 15 
alumnos en formación profesional básica, y 25 alumnos en los ciclos formativos de 
grado medio y superior.

 – Recuperaremos, con carácter urgente, las ratios para abrir y cerrar escuelas dentro 
del mundo rural: 5 para abrirlas y 3 para cerrarlas.



 – Aplicaremos coeficientes de reducción en función de los alumnos con necesidades 
educativas especiales presentes en el aula. 

Reduciremos las horas de docencia directa con el fin de hacer viable una educación 
de calidad, que contemple en el horario del profesorado los tiempos necesarios 
para la coordinación de los equipos y la investigación y reflexión sobre la práctica 
docente.

Educación Inclusiva

 – Plan Nacional de Educación Inclusiva

Elaboraremos un Plan Nacional de Educación Inclusiva que reconozca la diversidad 
del alumnado y garantice su plena integración, tanto en la enseñanza obligatoria 
como en la postobligatoria.

•	 La escolarización del alumnado con diversidad funcional se realizará en 
centros ordinarios, provistos de los recursos materiales y personales 
necesarios para su educación.

•	 Los centros de educación especial actuales y su personal se integrarán en 
la red de enseñanza ordinaria, y se podrán establecer como centros de 
recursos para la educación especial.

•	 La formación continua del profesorado en metodologías pedagógicas 
innovadoras e inclusivas será de obligado cumplimiento. Cada año se 
programará la financiación del servicio en función del número de alumnos 
y alumnas y de su ubicación.

Centros 

 – Igualmente, estableceremos un nuevo proceso de baremación de ratios 
profesionales / alumnos en la atención educativa del alumnado con necesidades 
especiales, que tenga en cuenta no solo el número de alumnos y alumnas, sino 
también sus características personales y familiares, las del centro y, asimismo, las 
características sociodemográficas del entorno del centro. En última instancia, la 
asignación de recursos se realizará atendiendo al criterio de los profesionales de 
la enseñanza del centro y en ningún caso a criterios únicos de proporción del 
alumnado con necesidades especiales.

 – Plan de centros y equipamientos escolares. Elaboraremos un plan de centros y 
equipamientos escolares para asegurar una oferta pública en todos los rincones del 
Estado. 



El plan contemplará el incremento progresivo presupuestario necesario para que se 
aseguren unos requisitos mínimos para todos los centros escolares del Estado en 
dotaciones materiales y materia de infraestructuras. 

Los centros de nueva construcción contarán con expertos en educación para 
edificar centros escolares adaptados para la enseñanza, donde se atiendan las 
necesidades del alumnadocon diversidad funcional y, en definitiva, se garanticen las 
arquitecturas, espacios y tiempos que ayuden al buen hacer tanto del profesorado 
como del alumnado.

Formación Profesorado

 – La formación continua del profesorado en metodologías pedagógicas innovadoras 
e inclusivas será de obligado cumplimiento. Cada año se programará la financiación 
del servicio en función del número de alumnos y alumnas de su ubicación.

Metodología 

 – Normalización de las metodologías participativas Promoveremos el desarrollo 
de nuevas prácticas educativas basadas en metodologías activas y participativas 
del alumnado, para lo que se integrará el conocimiento que el alumnado 
construye colectivamente, se potenciará el desarrollo de las inteligencias múltiples 
armonizadas y se generarán espacios creativos y colaborativos entre alumnado y 
profesorado. 

Formación Profesional

 – Formación Profesional realmente gratuita en todos los niveles.

Ampliaremos la oferta de Formación Profesional en la red de centros públicos con 
una planificación que responda a las demandas del mercado laboral y al ámbito 
territorial, sobre todo en el mundo rural, con una dotación suficiente de recursos 
humanos y materiales, para mejorar los niveles de educación y la cualificación de la 
población. Así, evitaremos que un elevado número de jóvenes se quede sin plaza 
en centros públicos, algo que sucede en la actualidad.

Se regularán los aspectos docentes y laborales en los convenios de formación en 
centros de trabajo, de forma que las empresas asuman su responsabilidad social y el 
alumnado obtenga una remuneración adecuada, con el consiguiente beneficio para 
ambos. El número de horas de formación en centros de trabajo será el necesario 
para obtener las competencias correspondientes sin que pueda ir en detrimento de 
las horas de formación en el centro educativo.



La experiencia actual de Formación Profesional dual y extendida se suspenderá 
hasta que se proponga un nuevo diseño, ya que no cumple los requisitos mínimos 
de calidad ni en su vertiente formativa ni en su vertiente laboral.

Idiomas

 – Plan de Aprendizaje Integrado de Lenguas Extranjeras Desarrollaremos un Plan 
de Aprendizaje Integrado de Lenguas Extranjeras para la educación primaria y 
secundaria, orientado a mejorar el aprendizaje de las lenguas extranjeras y combatir 
la segregación social asociada al currículo diferenciado en los actuales programas.

•	 El plan deberá garantizar que no supone una desigualdad para el 
alumnado de diferente origen social.

•	 El plan se desarrollará durante cuatro cursos escolares: durante el primer 
año se realizará un diagnóstico y una evaluación de la situación actual, y 
se creará un nuevo plan consensuado con la comunidad educativa.

Durante el segundo y el tercer año se creará un programa piloto en diversos 
centros, que se someterá a evaluación. Y, finalmente, durante el cuarto año se 
extenderá a todos los centros escolares del país. 

Transversales al Currículo

 – Inteligencia emocional Incorporaremos una asignatura sobre inteligencia emocional 
en la Educación Secundaria Obligatoria (ESO), así como una estrategia de 
formación de formadores que permita la incorporación de las herramientas de la 
psicología cognitiva, el psicoanálisis y otras ramas de la psicología al conjunto de las 
estrategias pedagógicas del aula.

 – Generalización de los centros integrados de enseñanzas de régimen general y 
especial de música y danza Extenderemos los centros integrados en los que se 
imparten de forma simultánea las enseñanzas de régimen general y las enseñanzas 
de régimen especial de música y danza, y fomentaremos la normalización de 
los cuerpos docentes de los conservatorios en todas las etapas de la educación 
artística. Asimismo, integraremos las enseñanzas artísticas superiores en el sistema 
universitario.

 – Más deporte en las escuelas: tres horas de Educación Física semanales e 
incorporación de la asignatura de Educación Física al currículo de segundo de 
bachillerato La Educación Física es fundamental para la formación de ciudadanos 
autónomos con un estilo de vida activo y saludable.

Los informes del Programa Internacional para la Evaluación de Estudiantes (PISA, 
por sus siglas en inglés) señalan la existencia de una relación directa entre los 



resultados académicos y el porcentaje de tiempo escolar dedicado a la Educación 
Física. Por otra parte, diversos estudios médicos avalan la vinculación entre la 
obesidad infantil y el sedentarismo.

Impulsaremos un cambio en la Ley de Educación para que, entre otras medidas, 
devuelva a la asignatura de Educación Física el carácter troncal que tenía antes 
de la entrada en vigor de la LOMCE. Asimismo, adaptaremos el número de 
horas lectivas dedicadas a la Educación Física en la escuela a la media de la Unión 
Europea. Esto supone elevar a tres horas semanales el tiempo dedicado a esta 
asignatura en la educación primaria y secundaria. Por otra parte, y con objeto 
de preservar el peso específico de la Educación Física a lo largo de todo el ciclo 
de enseñanza secundaria, reincorporaremos la asignatura de Educación Física al 
currículo de segundo de bachillerato.

 – Se establecerán visitas escolares a los núcleos de producción Científica y se 
generarán lazos entre estos centros y los centros Educativos.

 – Por una infancia sin deberes. Después de seis horas de jornada laboral-escolar, 
nuestras niñas y nuestros niños de primaria llegan a casa para continuar esa 
jornada, que puede llegar incluso hasta las ocho o diez horas algunos días. Hay 
muchas y distintas formas de aprender: jugando, imaginando, creando, dibujando o 
desarrollando actividades extraescolares con las que realmente disfruten.

Por ello, proponemos que en la nueva Ley de Educación esté contemplado el 
descanso y disfrute feliz de nuestros niños y nuestras niñas después de su jornada 
escolar, y para conseguirlo diseñaremos un sistema educativo donde se promuevan 
otro tipo de enseñanzas y aprendizajes.

De este modo, se realizarán las tareas escolares en la escuela, con un tiempo real 
para que se puedan finalizar, mientras que el trabajo que se desarrolle en casa será 
solo el que no haya dado tiempo a acabar en el ámbito escolar. Así, nuestros niños 
y nuestras niñas podrán disfrutar de tiempo lúdico y de sus padres. 

 – Fondo Social del Deporte: el deporte de todos. Crearemos un Fondo Social 
del Deporte, cuya gestión se realizará a través de la Subdirección General de 
Promoción e Innovación Deportiva del Consejo Superior de Deportes.

Estableceremos un departamento en dicho consejo para gestionar el fondo, que 
se centrará en el mapeo, la financiación, la mediación y la promoción de proyectos 
sociodeportivos, de educación física y de investigación y difusión, así como en el 
fomento de la creación de valor en el deporte a través de la I+D+i.

Ejemplos de destinatarios:

•	 Escuelas o clubes deportivos de zonas deprimidas, tanto en ciudades 
como en zonas rurales, que generen valor y fomenten los valores del 
deporte en la comunidad.



•	 Asociaciones que realicen actividades en el marco del deporte y con 
impacto en las escuelas, relacionadas con el medio ambiente o acciones 
sociales de interés general. 

 – Promoveremos un Plan Nacional de Apoyo Integral a la Formación de Deportistas 
de Alto Nivel en Edad Escolar y Universitaria, que está directamente relacionado 
con la formación académica y la compatibilización con la actividad deportiva, 
además de desarrollar una cultura deportiva en las estructuras académicas. Este 
plan desarrollará programas específicos según las necesidades y los ámbitos de 
actuación:

•	 Programa académico para colegios, institutos de ESO y bachillerato.

•	 Programa de desarrollo del deporte universitario y de los deportistas 
universitarios.

 – Anulación del Concordato Anularemos el Concordato de 1953 y los cinco acuerdos 
concordatarios que firmó el Estado español con la Santa Sede en 1976 y 1979, así 
como los signados con otras confesiones religiosas. Y promoveremos o llevaremos 
a cabo otras medidas como:

•	 Apuesta por la educación laica, pública y de calidad.

•	 Supresión de la asignatura de religión del currículo, horario escolar y 
centro educativo.

 – En diálogo con la comunidad educativa, el aumento de la presencia de materias 
relacionadas con la cultura y la variedad de prácticas artísticas, la creatividad y el 
conocimiento y las destrezas de orden visual, audiovisual, musical y escénico para 
incluirlas en la formación reglada (infantil, primaria, secundaria y bachillerato)

 – Plan Operativo para una Ciudadanía Lectora, destinado a aumentar los índices de 
lectura en todas las edades, con especial atención a la infancia y la juventud.

 – Estrategia Integral de Participación y Educación Ambiental. Crearemos e 
implantaremos una Estrategia Integral de Participación y Educación Ambiental, con 
el fin de hacer partícipe a la ciudadanía de los aspectos ambientales que afectan 
a nuestro bienestar. Para que esto sea posible, impulsaremos distintas formas de 
participación y colaboración ciudadana, gracias a las cuales se fomentará una cultura 
participativa que fortalecerá la identidad colectiva de la ciudadanía y hará que 
esta se involucre de manera activa en la construcción cooperativa de un modelo 
de desarrollo humano y social ambientalmente responsable. Dicha estrategia 
contempla: Fomentar la educación ambiental en todas las etapas educativas y 
en todos los ciclos vitales, con el fin de sensibilizar e involucrar activamente a la 
población en la problemática ambiental.



VIOLENCIA Y PROTECCIÓN

Ley de Violencia

 – Ley de Protección Integral contra la Violencia hacia la Infancia y la Adolescencia. 
Aprobaremos una Ley de Protección Integral contra la Violencia hacia la Infancia y 
la Adolescencia que aborde de manera específica las diferentes formas de violencia 
contra la infancia y la adolescencia (trata, explotación, bullying, ciber-bullying, 
segregación, desahucios).

•	 Esta nueva ley promoverá la profundización en el conocimiento y el 
registro de las diferentes formas de violencia contra niños, niñas y 
adolescentes en los ámbitos familiares y extrafamiliares.

•	 La ley contemplará la creación de un número de atención telefónica a 
la infancia, gratuito, anónimo y seguro para el menor, similar al existente 
para la denuncia de la violencia machista (016).

•	 Creación de la figura del Defensor del Niño, la Niña y el Adolescente, 
tanto en el ámbito estatal como en el autonómico y municipal.

•	 Desarrollo de campañas contra la violencia hacia la infancia y la 
adolescencia que tengan como referencias espaciales básicas los medios 
de comunicación, la familia, la escuela, la atención primaria y los equipos 
de servicios sociales.

•	 Apoyo administrativo y económico activo al acogimiento familiar 
(familias canguro, familias paraguas, etcétera) de niños y niñas víctimas 
de violencia, abandono o vivencias traumáticas, frente al modelo de 
acogimiento residencial.

MIGRACIONES

 – Vías legales y seguras de entrada en España y flexibilización de los procesos de 
reagrupación familiar Articularemos vías legales y seguras de entrada en España, y 
apostaremos especialmente por la flexibilización de los procesos de reagrupación 
familiar.

Implantaremos una nueva política de visados con distinta tipología, como por 
ejemplo el de búsqueda de empleo, que permita la estancia temporal en España y 
el regreso al país de origen si no se ha logrado encontrar un trabajo, sin prohibición 
de nueva entrada.

La renovación de las autorizaciones de residencia no se vinculará exclusivamente 
a la posesión de un contrato en vigor o una oferta de empleo, y se flexibilizarán 
asimismo los procesos de arraigo.



 – Garantía del derecho de asilo: vías legales de acceso, sistema común de asilo y 
programas dignos de reasentamiento. Promoveremos la adopción de un sistema 
común de asilo real y eficaz en el ámbito europeo que ponga fin a la falta de 
homogeneidad en la protección internacional de los refugiados en los distintos 
países miembros, así como la creación de una Agencia Europea de Salvamento. 
Articularemos canales de entrada seguros y legales al recuperar la posibilidad de 
solicitar asilo diplomático en embajadas y consulados españoles de terceros países y 
con la concesión de visados humanitarios, la eliminación del visado de tránsito para 
quienes huyen de países en conflicto y la agilización de los procesos de reunificación 
familiar.

Además, crearemos programas de reasentamiento dignos que aseguren una 
solución duradera y un compromiso de España en función de su población y de sus 
recursos.

Aprobaremos, de manera urgente, el reglamento de la Ley de Asilo, y revisaremos 
el sistema de examen y admisión a trámite de las solicitudes de asilo, especialmente 
en aquellas presentadas por motivos de orientación sexual o identidad de género, 
trata o cualquier otro motivo relacionado con el género (violencia, matrimonios 
forzados, mutilación genital, etcétera).

 – Restablecimiento de la legalidad de los pasos fronterizos: respeto a los derechos 
humanos en la frontera sur. Pondremos fin de forma inmediata a las devoluciones 
ilegales de personas en las zonas fronterizas, que contravienen la legalidad 
internacional. Para ello, derogaremos los artículos correspondientes de la Ley 
Orgánica 4 / 2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad ciudadana. 
Igualmente, pondremos fin a las vulneraciones de derechos humanos que se 
producen en la frontera sur. Para ello, eliminaremos los elementos lesivos colocados 
en los perímetros fronterizos de Ceuta y Melilla y promoveremos la adopción de 
un protocolo de actuación de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado en 
esta frontera sur. Además, revisaremos el tratado bilateral con Marruecos, a fin de 
garantizar el cumplimiento estricto del principio de no devolución.

 – «Ley 14» para la igualdad de trato y para el fomento de la convivencia 
Aprobaremos una ley integral para la igualdad de trato y no discriminación y 
para el fomento de la convivencia, la «Ley 14», que asegure la independencia del 
Observatorio Español del Racismo y la Xenofobia y lo haga más accesible. Además 
de funciones de diagnóstico y recopilación de datos, este observatorio elaborará 
propuestas, funciones preventivas y de asistencia integral y protección a las víctimas 
de cualquier forma de discriminación. 

 – Elaboraremos y pondremos en marcha un plan estatal integral de convivencia 
en el que se otorgue la máxima prioridad a medidas comunitarias, educativas y 
sociales que prevengan el racismo, la xenofobia y cualquier forma de discriminación. 
Asimismo, incluirá medidas en el ámbito del empleo y en el de la formación 
de funcionarios y empleados públicos (especialmente de los Cuerpos y Fuerzas 
de Seguridad del Estado), así como también de difusión y apoyo en medios de 



comunicación. Con este plan promoveremos la recuperación de la memoria, 
la reparación de las víctimas de las fronteras y el avance en el proceso de 
descolonización simbólica.

POLÍTICA EXTERIOR, COOPERACIÓN Y AYUDA 
HUMANITARIA

 – Ministerio de Igualdad y Solidaridad Crearemos un nuevo Ministerio de Igualdad y 
Solidaridad, que será el organismo responsable de la implementación de la política 
de cooperación y solidaridad internacional. Su nivel de interlocución interministerial 
será elevado y se encargará de la planificación, dirección e implementación de 
todas las acciones que comprenden actualmente la cooperación internacional para 
el desarrollo (política de solidaridad y cooperación, acción humanitaria, educación 
para la ciudadanía global, investigación para la justicia global y el desarrollo 
sostenible, etcétera), incluyendo la gestión de sus instrumentos financieros (AOD), 
reembolsables o no, y la acción para la justicia económica global.

 – Aumento del presupuesto destinado a la Ayuda Oficial al Desarrollo Destinaremos 
el 0,7 % de la Renta Nacional Bruta (RNB) a la Ayuda Oficial al Desarrollo 
(AOD) en un máximo de dos legislaturas (establecemos como meta para la 
primera legislatura un mínimo del 0,4 %). La AOD actuará al margen de intereses 
comerciales, geoestratégicos o de cualquier otro carácter que sean distintos a los 
recogidos en el Pacto por la Justicia Global, y regirá su actuación en base a los 
principios de suficiencia, previsibilidad y respaldo técnico.


